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Acontinuación, compartimos el análisis de Gemma Fabregat, Of Counsel de Sagardoy, sobre tres 
sentencias recientes que tratan aspectos relevantes del derecho laboral. Este documento tiene 
como objetivo destacar los aspectos clave de cada resolución y ofrecer una visión clara de sus 
implicaciones prácticas: 

• STC 24/2026, de 12 de marzo. Derecho de huelga y utilización de medios 
técnicos para neutralizar sus efectos en servicios mínimos. 
 

• STS 290/2026, de 24 de marzo. Nulidad del despido colectivo por comunicación 
extemporánea a la autoridad laboral y defectuosa aportación documental. 
 

• STS 281/2026, de 16 de marzo. Indemnización por falta de preaviso en alta 
dirección tras despido improcedente. 

 

 
DERECHO DE HUELGA Y UTILIZACIÓN DE MEDIOS TÉCNICOS  

PARA NEUTRALIZAR SUS EFECTOS EN SERVICIOS MÍNIMOS 
 

 

STC 24/2026, de 12 de marzo 

La STC 24/2026, de 12 de marzo, resuelve un recurso de amparo en el que se examina 
si la decisión empresarial de poner en circulación, durante determinadas jornadas de 
huelga en Metro de Sevilla, trenes dobles en lugar de los trenes simples previstos con 
anterioridad a la convocatoria vulneró el derecho fundamental de huelga reconocido en 
el art. 28.2 CE, al reducir de forma relevante la incidencia real del paro sobre la 
prestación del servicio. 

El litigio trae causa de la huelga indefinida convocada por el comité de empresa de 
Metro de Sevilla, que debía desarrollarse todos los jueves a partir del 29 de noviembre 
de 2018. El sindicato promotor de la demanda de tutela sostenía que la empresa había 
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incumplido materialmente el equilibrio derivado de los servicios mínimos al 
incrementar la capacidad de los trenes que continuaban circulando durante la huelga, 
adscribiendo a los trabajadores designados para servicios mínimos a trenes dobles en 
lugar de a los trenes simples previstos en la planificación previa. El Juzgado de lo Social 
núm. 6 de Sevilla en sentencia núm. 356/2023, de 29 de septiembre, apreció 
vulneración del derecho de huelga y condenó a la empresa al abono de una 
indemnización, mientras que el TSJ de Andalucía en la sentencia núm. 1168/2024, de 
24 de abril, revocó esa decisión al considerar lícito el recurso a medios técnicos 
habituales de los que disponía la empresa para mantener su actividad. 

En amparo, el sindicato sostuvo que la sustitución de trenes simples por trenes dobles, 
aun sin alterar formalmente la cobertura de los servicios mínimos, había producido el 
efecto de neutralizar la presión inherente al paro y de minimizar su impacto sobre 
usuarios y opinión pública. La empresa, por su parte, opuso diversas objeciones de 
admisibilidad y defendió, en cuanto al fondo, que se había limitado a utilizar recursos 
técnicos habituales, sin que el derecho de huelga imponga al empresario una 
obligación de contribuir a su éxito. 

La STC a que se refiere este comentario, desestima, en primer término, las objeciones 
procesales formuladas por la empresa. Rechaza que la demanda de amparo introduzca 
cuestiones nuevas no planteadas en la vía judicial previa, al constatar que el debate 
sobre la utilización de medios técnicos para reducir la eficacia de la huelga estuvo 
presente a lo largo de todo el proceso. Asimismo, descarta la falta de agotamiento de la 
vía judicial previa por no haberse formalizado recurso de casación para la unificación 
de doctrina, recordando que dicho recurso no es exigible con carácter general en la 
jurisdicción social salvo cuando exista una posibilidad real y efectiva de reparar la lesión 
mediante la unificación jurisprudencial. Igualmente, niega relevancia a la objeción 
relativa a la especial trascendencia constitucional, ya apreciada al admitirse a trámite 
el recurso. 

En cuanto al fondo, la sentencia realiza una reconstrucción sistemática de la doctrina 
constitucional sobre el derecho de huelga y sus límites frente a las potestades 
empresariales de dirección y organización. El Tribunal recuerda que el derecho de 
huelga, como derecho fundamental de titularidad individual y ejercicio colectivo, no se 
agota en la mera cesación del trabajo, sino que constituye un instrumento de presión 
legítima destinado a reequilibrar la posición de los trabajadores en el marco de la 
relación laboral. Por ello, su efectividad exige preservar no sólo la paralización o 
reducción de la actividad productiva, sino también su proyección externa, su visibilidad 
y su capacidad de incidencia social. 

Desde esa premisa, el Tribunal insiste en que el ejercicio legítimo del derecho de huelga 
limita las facultades empresariales concebidas para situaciones de normalidad. 
Resultan, por ello, lesivas del derecho fundamental aquellas conductas que, aún 
amparándose formalmente en el poder de organización, se orientan objetivamente a 
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vaciar de contenido la huelga, aminorando la presión que produce o neutralizando sus 
efectos. Esta idea se ha proyectado ya, según recuerda el TC en este caso, tanto sobre 
el esquirolaje externo como sobre el interno, y alcanza también a otras formas de 
sustitución funcional de la prestación laboral dejada de realizar por los huelguistas. 

La novedad central de la resolución reside en la aclaración doctrinal que introduce 
respecto del llamado esquirolaje tecnológico. El TC reconoce expresamente que la 
evolución del modelo productivo y la creciente autonomía funcional de los medios 
técnicos y tecnológicos obligan a matizar los términos en que se había venido 
formulando esta cuestión. Señala, en este sentido, que el recurso a medios materiales 
o tecnológicos disponibles en la empresa puede producir hoy el mismo efecto de 
neutralización del paro que antes generaba la sustitución física de trabajadores 
huelguistas. 

A partir de ello, la sentencia afirma que la misma razón que fundamenta la prohibición 
del esquirolaje externo e interno concurre también cuando el empresario sustituye el 
servicio que los huelguistas dejan de prestar mediante otros recursos humanos, 
técnicos o tecnológicos disponibles, siempre que esa actuación tenga por efecto 
minimizar, reducir o limitar la incidencia de la huelga y mantener la actividad 
empresarial en términos incompatibles con la función constitucional del paro como 
instrumento de presión. La clave, por tanto, no reside exclusivamente en si el medio 
técnico existía previamente o era habitual en la empresa, sino en el uso concreto que 
se hace de él durante la huelga y en su capacidad objetiva para desactivar sus efectos. 

Aplicando esta doctrina al caso enjuiciado, el Tribunal constata que durante las franjas 
horarias afectadas por la huelga la empresa puso en circulación trenes dobles en lugar 
de los trenes simples inicialmente previstos y publicados con anterioridad a conocer la 
convocatoria. Subraya, además, que dichos trenes dobles constituían un recurso 
técnico del que la empresa disponía para atender incrementos ordinarios o 
extraordinarios de pasajeros en contextos de normalidad, pero que su utilización no 
estaba prevista para esas franjas, ni fue tomada en consideración al fijarse los servicios 
mínimos, ni respondió a circunstancia sobrevenida alguna distinta de la propia huelga. 

De este modo, la empresa no se limitó a mantener la actividad con los medios 
ordinarios previstos, sino que introdujo una medida extraordinaria dirigida a compensar 
la reducción del servicio derivada del paro. Al hacer que cada trabajador adscrito a 
servicios mínimos condujera un tren con el doble de capacidad del previsto, mitigó la 
presión que la huelga debía proyectar sobre la prestación del servicio, redujo las 
consecuencias del paro para los usuarios y disminuyó de manera muy relevante su 
impacto, su repercusión social y su proyección ante la opinión pública. 

El Tribunal concluye, por ello, que Metro de Sevilla hizo un uso abusivo de su potestad 
organizativa, alterando el equilibrio entre el derecho de huelga y la cobertura mínima del 
servicio público de transporte interurbano. No se trató simplemente de un uso legítimo 



  
SAGARDOY LEGAL NEWS – ABRIL 2026 4 

 

 

de medios técnicos disponibles, sino de una decisión empresarial dirigida 
objetivamente a normalizar la prestación del servicio afectado por la huelga y a 
neutralizar sus efectos, con lesión directa del contenido esencial del art. 28.2 CE. 

En consecuencia, el TC otorga el amparo, declara que la STSJ de Andalucía núm. 
1168/2024, de 24 de abril, vulneró el derecho de huelga de los trabajadores que 
secundaron el paro, anula dicha resolución y declara la firmeza de la sentencia del 
Juzgado de lo Social que había apreciado la lesión del derecho fundamental. 

La sentencia, que tiene tres votos particulares discrepantes y un voto particular 
concordante, fija así un criterio de especial relevancia práctica: el empresario no está 
obligado a colaborar con el éxito de la huelga, pero tampoco puede servirse de sus 
facultades organizativas ni de los medios técnicos o tecnológicos disponibles para 
neutralizar objetivamente sus efectos. Cuando el uso de tales medios se aparta de la 
planificación ordinaria y se dirige a mantener o normalizar la actividad afectada por el 
paro, reduciendo su impacto real, social o externo, se produce una vulneración del 
derecho de huelga. 

 

 
NULIDAD DEL DESPIDO COLECTIVO POR COMUNICACIÓN EXTEMPORÁNEA  

A LA AUTORIDAD LABORAL Y DEFECTUOSA APORTACIÓN DOCUMENTAL 
 

 

STS 290/2026, de 24 de marzo 

La STS 290/2026, de 24 de marzo, resuelve un recurso de casación interpuesto frente a 
la SAN 94/2025, de 30 de junio de 2025, que declaró la nulidad de un despido colectivo, 
abordando dos cuestiones de especial relevancia práctica: la comunicación 
extemporánea del inicio del período de consultas a la autoridad laboral y el alcance del 
deber de información documental durante dicho período. 

El procedimiento trae causa de la demanda interpuesta por UGT-Servicios Públicos 
frente a Cruz Roja Española, en la que se solicitaba la nulidad del despido colectivo o, 
subsidiariamente, su declaración de no ajustado a Derecho. La SAN 94/2025, de 30 de 
junio de 2025 estimó la demanda y declaró la nulidad de la decisión extintiva por dos 
motivos: de un lado, la comunicación a la autoridad laboral del inicio del período de 
consultas se efectuó una vez finalizado éste sin acuerdo; de otro, la empresa aportó un 
volumen muy elevado de documentación -154 documentos- sin índice ni explicación 
razonada, lo que, a juicio del órgano de instancia, impidió una negociación 
adecuadamente informada. 
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En casación, la empresa sostuvo, en lo esencial, que la comunicación a la autoridad 
laboral tenía carácter meramente informativo conforme a la Directiva 98/59/CE y a la 
jurisprudencia del TJUE, por lo que su extemporaneidad no podía determinar la nulidad 
del despido colectivo. Asimismo, defendió que había cumplido con su deber de 
información, siendo irrelevante el carácter extenso o complejo de la documentación 
aportada. 

El TS rechaza estos planteamientos partiendo de una reconstrucción del sistema de la 
Directiva 98/59/CE y de su transposición en el art. 51 ET. Señala que, a diferencia del 
modelo europeo —que distingue entre una fase de consultas con los representantes de 
los trabajadores y una fase posterior de intervención de la autoridad pública—, el 
ordenamiento español articula un procedimiento único en el que la intervención de la 
autoridad laboral se produce desde el inicio y de forma simultánea al período de 
consultas. 

Desde esta premisa, la Sala afirma que la primera comunicación a la autoridad laboral 
en el sistema español no tiene un carácter meramente informativo, sino que constituye 
un elemento esencial que activa su intervención para velar por la efectividad del período 
de consultas, formular recomendaciones y desarrollar funciones de asistencia o 
mediación. En consecuencia, su omisión o realización extemporánea no puede 
calificarse como un defecto formal irrelevante, sino como un incumplimiento material 
que priva de contenido una garantía legal del procedimiento. 

Aplicando este criterio, el TS concluye que la comunicación del inicio del período de 
consultas una vez finalizado éste impidió completamente la intervención de la 
autoridad laboral durante la negociación, frustrando tanto las funciones previstas en la 
Directiva como las adicionales establecidas por el derecho interno. Tal incumplimiento 
se incardina en el supuesto del art. 124.11 LRJS relativo a la falta de realización efectiva 
del período de consultas, lo que determina la nulidad del despido colectivo, al 
equipararse a aquellos supuestos en los que se impide el correcto desarrollo de la 
negociación. 

Junto a ello, la sentencia aborda el alcance del deber de información documental 
durante el período de consultas. Partiendo de su propia doctrina y de la jurisprudencia 
del TJUE, el Tribunal recuerda que la obligación empresarial no se satisface con la mera 
aportación formal de documentos, sino que exige que la información sea útil para la 
negociación, permitiendo a la representación de los trabajadores conocer 
adecuadamente las causas del despido y valorar posibles alternativas. 

En este sentido, declara que la entrega masiva, desordenada y carente de explicación 
de un elevado número de documentos no constituye un cumplimiento adecuado del 
deber de información. Lo relevante no es la cantidad de documentación aportada, sino 
su calidad, inteligibilidad y utilidad real. Cuando la forma de suministro impide su 
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comprensión y manejo, se produce una vulneración material del derecho de 
información que incide directamente en la validez del período de consultas. 

En el caso concreto, la Sala considera acreditado que la documentación se aportó de 
forma tardía, fragmentada, sin índice ni explicación, generando un conflicto constante 
durante la negociación e impidiendo un conocimiento efectivo de las causas del 
despido. Esta circunstancia constituye un incumplimiento relevante del art. 51.2 ET y 
del RD 1483/2012, con trascendencia suficiente para afectar al desarrollo del período 
de consultas y justificar, por sí misma, la declaración de nulidad. 

En consecuencia, el TS desestima el recurso de casación y confirma la nulidad del 
despido colectivo. 

La sentencia fija así un doble criterio de especial relevancia práctica: la comunicación 
a la autoridad laboral del inicio del período de consultas constituye una garantía 
esencial del procedimiento cuyo incumplimiento determina la nulidad del despido 
colectivo, y el deber de información no se cumple con la mera aportación masiva de 
documentos, sino que exige una presentación ordenada, comprensible y útil para una 
negociación real y efectiva. 

 

 
INDEMNIZACIÓN POR FALTA DE PREAVISO  

EN ALTA DIRECCIÓN TRAS DESPIDO IMPROCEDENTE 
 

 

STS 281/2026, de 16 de marzo 

La STS 281/2026, de 16 de marzo, resuelve un recurso de casación para la unificación de 
doctrina en el que se plantea si, en una relación laboral especial de alta dirección, el 
despido posteriormente declarado improcedente genera el derecho a percibir la 
indemnización por falta de preaviso pactada contractualmente, incluso cuando el 
contrato excluye expresamente dicha exigencia en supuestos de despido. 

El litigio trae causa del despido de un alto directivo, cuya improcedencia fue declarada 
en un procedimiento previo, optando la empresa por el abono de la indemnización. Con 
posterioridad, el trabajador formuló nueva demanda reclamando la compensación 
correspondiente al incumplimiento del preaviso pactado -seis meses-, que fue 
desestimada en instancia y en suplicación. La sentencia recurrida, STSJ del País Vasco 
de 16 de julio de 2024, rec. 1099/2024, entendió que la cláusula contractual excluía el 
preaviso en caso de despido y que dicha exclusión resultaba aplicable al supuesto 
enjuiciado, al haberse invocado una causa real, aunque insuficiente para justificar la 
procedencia del despido. 
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Frente a ello, el trabajador interpuso recurso de casación para la unificación de doctrina, 
aportando como sentencia de contraste STS el 11 de mayo de 2021, rcud. 4325/2018, y 
sosteniendo que el despido improcedente debía asimilarse a un desistimiento 
empresarial y que, en consecuencia, procedía el abono de la indemnización por falta de 
preaviso, de acuerdo con la doctrina del TS. 

La Sala aprecia la concurrencia de contradicción en los términos del art. 219 LRJS, al 
constatar que en los supuestos comparados se enjuician situaciones sustancialmente 
equivalentes: relaciones de alta dirección extinguidas mediante despido posteriormente 
declarado improcedente, con cláusulas contractuales que excluyen el preaviso en 
determinados supuestos. Considera que, aun con diferencias formales, dichas cláusulas 
presentan identidad sustancial en su significado y alcance. 

Cuando entra al fondo, el TS reitera la doctrina ya fijada en la STS de 11 de mayo de 2021 
y en precedentes anteriores, afirmando la compatibilidad entre la indemnización 
derivada de la extinción contractual por despido improcedente y la indemnización 
pactada por falta de preaviso. La Sala razona que admitir lo contrario permitiría al 
empleador eludir el cumplimiento de una obligación contractual mediante la imputación 
de una causa extintiva que posteriormente se revela inexistente o insuficiente, lo que 
constituiría un supuesto de abuso de derecho o fraude de ley proscrito por los arts. 7.2 y 
6.4 del Código Civil. 

Desde esta premisa, la sentencia precisa que, una vez declarada la improcedencia del 
despido, la decisión extintiva queda reducida a una manifestación de voluntad unilateral 
del empresario, equiparable en sus efectos a un desistimiento. En ese contexto, la 
cláusula de preaviso despliega plenamente sus efectos, de modo que, si no ha sido 
respetada, la correspondiente indemnización debe añadirse a la indemnización por la 
rescisión contractual. 

Asimismo, el TS introduce una precisión relevante en la interpretación de la cláusula 
contractual controvertida. Señala que la exclusión del preaviso en caso de despido solo 
puede referirse al despido con causa real y suficiente, esto es, al despido procedente. De 
admitirse una interpretación distinta, se dejaría al arbitrio del empresario la posibilidad 
de evitar el preaviso mediante la mera formalización de un despido carente de 
fundamento, vaciando de contenido la garantía pactada. 

Aplicando esta doctrina al caso concreto, se concluye que, al haberse declarado la 
improcedencia del despido y haber optado la empresa por la indemnización en lugar de 
la readmisión, concurren los presupuestos para la aplicación de la cláusula de preaviso. 
En consecuencia, la falta de preaviso genera el derecho del directivo a percibir la 
indemnización compensatoria pactada, que debe acumularse a la indemnización por la 
extinción del contrato. 
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El TS estima el recurso, casa y anula la sentencia recurrida y, resolviendo el debate de 
suplicación, estima la demanda del trabajador, reconociéndole el derecho al abono de la 
indemnización por falta de preaviso. 

La sentencia fija así un criterio de clara relevancia práctica: en las relaciones de alta 
dirección, la declaración de improcedencia del despido no excluye la aplicación de las 
cláusulas contractuales de preaviso, sino que, por el contrario, activa su eficacia, de 
modo que la indemnización por su incumplimiento se acumula a la indemnización 
derivada de la extinción contractual cuando el empresario opta por no readmitir. 
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